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en el acta del veredicto como motivo suficiente para una 
resolución absolutoria, a pesar de que la presunción de 
inocencia impide la condena en caso de que el Tribunal no 
tenga seguridad sobre la culpabilidad del acusado, de 
modo que, habiendo sido absuelto por no alcanzarse la 
certeza sobre la atribución inculpatoria, no puede ser 
sometido a juicio por los mismos hechos.

Este Tribunal ha reiterado que el derecho a la presun-
ción de inocencia, en su vertiente de regla de juicio y en el 
ámbito de la jurisdicción ordinaria, opera como el dere-
cho del acusado a no ser condenado a menos que su cul-
pabilidad haya quedado establecida más allá de toda 
duda razonable (por todas, SSTC 174/2003, de 29 de sep-
tiembre, FJ 3, ó 146/2003, de 14 de julio, FJ 5). Sin 
embargo, en el presente caso, lo alegado por el recurrente 
no puede servir de fundamento para apreciar la aducida 
vulneración del derecho a la presunción de inocencia, 
toda vez que las resoluciones impugnadas, que se han 
fundamentado, no en un enjuiciamiento sobre el fondo de 
la eventual responsabilidad penal del demandante, sino 
en un defecto formal causante de indefensión consistente 
en que, conforme dispone el art. 63.1 e) LOTJ, no se 
hubiera devuelto el acta de votación del veredicto al 
Jurado, a pesar de que dicho acta no cumplía con las exi-
gencias legales de sucinta explicación a que se refiere el 
art. 61.1 d) LOTJ. Sin perjuicio de que, además, en el pro-
pio acta del veredicto se hacía constar expresamente que 
«estima que está suficientemente probado que dio muerte 
a los dos ertzainas, no obstante el Jurado desconoce o 
estima no probadas las circunstancias que se les plan-
tean, por lo que ante la duda y por lo que marca la Ley ha 
creído lo más conveniente las respuestas dadas». Por 
tanto, toda vez que la anulación de la resolución absoluto-
ria no ha radicado en la cuestión de fondo de la existencia 
misma de la duda sobre los hechos imputados, sino en un 
defecto relevante en el procedimiento de deliberación y 
votación, hay que considerar que no ha quedado acredi-
tado el presupuesto fáctico del que parte el recurrente en 
su demanda para fundamentar la vulneración aducida.

En relación con lo anterior, la consecuencia acordada 
por las resoluciones impugnadas, en aplicación del
art. 846 bis f) LECrim, de sumisión a un nuevo juicio deri-
vado de la anulación de la Sentencia del Tribunal del 
Jurado, tampoco es cuestionable desde la perspectiva 
constitucional de prohibición del bis in idem, que, como ya 
ha reiterado este Tribunal, sólo opera respecto de Senten-
cias o resoluciones firmes con efectos de cosa juzgada 
material [por todas, SSTC 159/1987, de 26 de octubre, FJ 2; 
2/2003, de 16 de enero, FJ 3 b) o 229/2003, de 18 de diciem-
bre, FJ 3]; efecto del que carece la Sentencia absolutoria del 
Tribunal del Jurado, en tanto que ha sido anulada en virtud 
del régimen de recursos previstos legalmente por haber 
incurrido en quebrantamiento de las normas y garantías 
constitucionales. Por tanto, este motivo, al igual que los 
anteriores, debe también desestimarse.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-

cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido
Denegar el amparo solicitado por don Mikel Mirena 

Otegui Unanue.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de diciembre de dos mil cua-
tro.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Pablo Pérez Tremps.–Firmado y rubridado. 

 1064 Sala Segunda. Sentencia 247/2004, de 20
de diciembre de 2004. Recurso de ampa-
ro 396-2002. Promovido por don Pablo Lalanda 
Carrobles frente a la Sentencia de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de la Audiencia 
Nacional sobre proceso selectivo para cubrir 
plaza de Consejero de Agricultura en Lisboa.

 Vulneración del derecho a la prueba: Sentencia 
contencioso-administrativa que desestima la 
demanda por falta de prueba, tras haber que-
dado sin practicar pruebas admitidas sobre la 
alegada desviación de poder cometida por
la Administración (STC 97/2003).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente; 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez 
Vera, don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez 
Arribas y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha 
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 396-2002, promovido 
por don Pablo Lalanda Carrobles, representado por el 
Procurador de los Tribunales don Isacio Calleja García y 
asistido por la Letrada doña Sonia Lalanda Sanmiguel, 
contra la Sentencia de la Sección Sexta de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, 
de 10 de octubre de 2001, aclarada por Auto de 14 de 
diciembre de 2001, que desestimó el recurso conten-
cioso-administrativo interpuesto por el actor contra las 
Órdenes del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimenta-
ción, de 12 y 26 de noviembre de 1997. Ha sido parte el 
Abogado del Estado, en la representación que ostenta, y 
ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente la 
Magistrada doña Elisa Pérez Vera, quien expresa el pare-
cer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el 22 de enero de 2002, el Procurador 
de los Tribunales don Isacio Calleja García, en representa-
ción del recurrente, formuló demanda de amparo, impug-
nando las resoluciones mencionadas en el encabeza-
miento de esta Sentencia.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda de 
amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimenta-
ción convocó la plaza de Consejero de Agricultura en 
Portugal-Lisboa, para su provisión por el procedimiento 
de libre designación, por Órdenes de 6 de febrero 
de 1997, 22 de julio de 1997 y 26 de noviembre de 1997. 
Las dos primeras convocatorias quedaron desiertas en 
virtud de Órdenes de 10 de julio de 1997 y 12 de noviem-
bre de 1997. En la última de las convocatorias publicadas, 
se adjudicó la plaza a don Valentín Almansa Sahagún, 
quien fue nombrado por Orden de 12 de enero de 1998, 
publicada en el «Boletín Oficial del Estado» de 24 de 
enero siguiente.

b) El demandante de amparo, que participó en las 
dos primeras convocatorias, interpuso recurso conten-
cioso-administrativo contra la Orden que declaró desierta 
la segunda convocatoria (12 de noviembre de 1997) y con-
tra la Orden que convocó la plaza por tercera vez (26 de 
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noviembre de 1997). En su demanda denunció la desvia-
ción de poder en que había incurrido la Administración, 
afirmando que se habían cometido diversas irregularida-
des en el procedimiento y que la resolución que declaró 
desierta la segunda convocatoria tuvo por objeto reservar 
la plaza a quien, en definitiva, resultó adjudicatario, que 
acababa de cesar en un cargo de Director General dentro 
del propio Ministerio.

c) Recibido el procedimiento a prueba, el recurrente 
propuso, entre otras, las siguientes: confesión judicial 
por vía de informe del Secretario General Técnico del 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación y del fun-
cionario que ocupara el puesto de Jefe de Sección de 
Provisión de Puestos de Trabajo del mismo Ministerio en 
el período en que se produjeron los hechos, compren-
dido entre el 22 de julio de 1997 y el 2 de enero de 1998, 
para que contestaran a las preguntas que se acompaña-
ban; documento original, con su correspondiente sello de 
registro de entrada, presentado por el adjudicatario de la 
plaza a que se refiere la última de las convocatorias reali-
zadas; testifical de don Ignacio Vargas Pineda, quien en el 
período a que se refieren los hechos ocupaba la plaza de 
Subdirector de Personal del Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación, señalando el domicilio de aquél a 
efectos de su citación. Las pruebas fueron admitidas por 
la Sala, que remitió los correspondientes oficios, dirigi-
dos al Ministerio, para que procediera a su práctica. En 
cuanto a la testifical, la Sala decidió que «por vía de 
informe D. Ignacio Vargas Pineda, el que fuera o es Sub-
director de Personal de ese Ministerio conteste a las pre-
guntas que en pliego aparte y por copia se acompaña al 
presente oficio».

d) La Administración demandada sólo remitió una 
certificación expresiva de que el adjudicatario de la plaza 
reunía todos los requisitos para ello, un informe haciendo 
constar que no se había encontrado en los archivos el 
escrito original requerido y la contestación escrita de la 
Subdirectora General de Recursos Humanos y Gestión de 
Personal del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimenta-
ción a las preguntas que debía haber contestado don 
Ignacio Vargas Pineda.

e) Por providencia de 12 de enero de 2001 se dio por 
finalizado el período de prueba. El demandante de 
amparo interpuso recurso de súplica contra ella alegando 
la falta de práctica de determinadas pruebas que había 
propuesto, en los términos en que fueron aprobadas por 
la Sala, con solicitud de que se acordara lo necesario para 
su práctica en debida forma. Asimismo, alegó que la 
Administración demandada había presentado documen-
tos que no habían sido requeridos. Posteriormente, 
aportó carta de don Ignacio Vargas Pineda, en la que 
manifestaba que el Ministerio de Agricultura, Pesca y Ali-
mentación no le había solicitado que testificara por vía de 
informe y que no había delegado en nadie para que con-
testara a las preguntas que le estaban dirigidas. La Sala 
dictó Auto el 5 de junio de 2001 desestimando el recurso 
de súplica, argumentando que «toda vez que es la parte 
demandada la que hubo de practicar las controvertidas 
pruebas, el resultado de las mismas ha de ser valorado 
en sentencia, pues todo aquello que se hiciese de forma 
contraria a Derecho –si es que resulta tal cosa de la valo-
ración de sentencia–, siempre perjudicará a quien así 
actúa».

f) El 10 de octubre de 2001 recayó Sentencia, que 
desestimó el recurso contencioso-administrativo. El 
órgano judicial, tras razonar que se trataba de la provisión 
de un puesto de trabajo por el sistema de libre designa-
ción, en el que la Administración no está obligada a cubrir 

los puestos de trabajo, fundamentó su decisión para 
excluir la desviación de poder denunciada por el actor en 
los siguientes términos:

«El recurrente afirma que la declaración de desierta de 
la plaza que se discute, no se debió a la falta de aptitudes 
idóneas de los aspirantes para el desempeño del concreto 
puesto, sino que respondió a la voluntad de asignar dicha 
plaza a quien después fue adjudicatario y que no había 
participado en el concurso convocado el 22 de julio 
de 1997.

Pero tales afirmaciones no se concluyen en absoluto 
de la secuencia de hechos. Efectivamente, la plaza en 
cuestión fue convocada por dos veces y dos veces decla-
rada desierta, por Orden de 6 de febrero de 1997 y 22 de 
julio de 1997, la primera de ellas sin conexión ninguna con 
la participación de quien después resultó adjudicatario. 
Pues bien, la plaza resultó desierta en unas condiciones 
que no pueden vincularse a la decisión final adoptada por 
la Administración, lo que lleva a concluir racionalmente, 
que efectivamente la Administración entendió que por 
dos veces los aspirantes no reunían las actitudes requeri-
das para ese concreto puesto –lo que no significa que no 
las reúnan para otros muchos–, y que por ello se vio obli-
gada a declarar desierta en dos ocasiones la plaza que nos 
ocupa, hasta que fue solicitada por un aspirante que resultó 
idóneo.

Nada hay en autos que vincule la decisión administra-
tiva al intento de primar a alguien sobre los demás, y bien 
al contrario, aparece el intento serio de encontrar a la per-
sona más idónea para el puesto ofertado.»

g) El 12 de diciembre de 2001 el recurrente presentó 
solicitud de aclaración de sentencia y rectificación de 
errores materiales, a través de la cual no sólo planteaba la 
existencia de errores propiamente dichos, sino que tam-
bién discutía la fundamentación de la Sentencia, especial-
mente en cuanto a la valoración de la prueba. La Sala 
dictó Auto el 14 de diciembre de 2001 (notificado el 28 
siguiente), en el que estimó parcialmente la solicitud, sub-
sanando el error padecido en el antecedente de hecho 3, 
al consignar que no se había solicitado el recibimiento a 
prueba, y rechazó las demás peticiones, por entender que 
respondían a la valoración de la prueba y de las circuns-
tancias concurrentes.

3. En la demanda de amparo alega el actor la vulne-
ración de su derecho a la tutela judicial efectiva sin inde-
fensión (art. 24.1 CE) y de su derecho a la utilización de los 
medios de prueba pertinentes para su defensa (art. 24.2 
CE). En cuanto al primero afirma, por una parte, que el 
órgano judicial ignora los hechos que se someten a su 
consideración y no resuelve el fondo del asunto, ya que el 
recurso venía determinado, y así se hizo constar en la 
demanda, por el hecho de que, por razones de convenien-
cia política o de amistad, la plaza de que se trataba se dejó 
desierta para poder dársela a quien resultó adjudicatario 
y, para ello, el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimenta-
ción convocó un nuevo procedimiento dotando así de 
apariencia de legalidad y discrecionalidad a lo que, en el 
fondo, es una gran arbitrariedad y una burla a los princi-
pios tutelados por el art. 103.3 CE. Sin embargo, la Sala se 
limita a apreciar la «racionalidad» de la decisión adminis-
trativa, pero no entra en absoluto a analizar en qué cir-
cunstancias se deja desierta por segunda vez la plaza y 
cómo se desarrollaron los trámites de la tercera convoca-
toria, omitiendo cualquier referencia a la prueba practi-
cada. Por otra parte, considera el actor que la Sala ignora 
la prueba documental que consta en autos y no la valora, 
señalando en cuanto a este extremo los datos documen-
tales que vienen a corroborar, a su juicio, la verdad de los 
hechos denunciados, lo que demuestra que no se han 
analizado tales documentos pues, si no, el fallo habría 
sido radicalmente distinto.
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La queja referida a la infracción del art. 24.2 CE la sus-
tenta el demandante en el hecho de que no se practicó la 
confesión judicial propuesta y admitida, y la testifical lo 
fue en forma distinta a lo acordado. Especialmente, resul-
taba imprescindible la práctica de la testifical del Sr. Var-
gas Pineda, que ocupaba el cargo de Subdirector de Per-
sonal del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación 
cuando ocurrieron los hechos. La Sala no ha velado para 
que la prueba se practicara conforme a Derecho y tam-
poco ha valorado la suplantación del testigo, que frustra 
el derecho de defensa e impide probar las pretensiones. 
En este sentido, señala que el testimonio del Sr. Vargas 
Pineda resultaba concluyente para la resolución del 
asunto y que, de haberse producido, el fallo habría sido 
otro distinto.

4. Antes de entrar a resolver sobre la admisibilidad 
del recurso, por diligencia de ordenación de 22 de enero 
de 2004 se acordó dirigir atenta comunicación a la Sec-
ción Sexta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 
la Audiencia Nacional para que remitiera fotocopia de las 
actuaciones correspondientes al recurso núm. 323/98.

5. Por resolución de 13 de mayo de 2004 la Sala 
Segunda, de conformidad con lo dispuesto en el art. 11.2 
LOTC, acordó conocer del recurso de amparo y, a tenor 
del art. 51 LOTC, librar atenta comunicación a la Sección 
Sexta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Nacional a fin de que, en plazo que no exce-
diera de diez días, procediera al emplazamiento de quie-
nes hubieran sido parte en el procedimiento, excepto la 
parte recurrente en amparo, para que, en el término de 
diez días, pudieran comparecer en el presente proceso 
constitucional.

6. Por diligencia de ordenación de 28 de julio de 2004 
se acordó dar vista de las actuaciones recibidas a la parte 
recurrente y al Ministerio Fiscal, por plazo común de 
veinte días, para que, dentro del expresado término, 
pudieran formular las alegaciones que estimaran perti-
nentes, de conformidad con lo dispuesto en el art. 52.1 
LOTC.

7. El Abogado del Estado, presentó escrito de alega-
ciones el 21 de septiembre de 2004. Señala, en primer 
lugar, que es preciso delimitar la cuestión, indicando que 
sólo se impugnaron las Órdenes de 12 y 26 de noviembre 
de 1997, la última de las cuales convocó por tercera vez la 
provisión del puesto de trabajo controvertido mediante 
el procedimiento de libre designación, sin que el actor 
participara en dicha convocatoria ni impugnara la resolu-
ción de la misma adjudicando la plaza al Sr. Almansa. 
Además, en el presente recurso no se ha alegado la
violación del art. 23.2 CE (pese a la supuesta maniobra 
irregular que se denuncia por el recurrente), sino sólo 
vulneraciones al art. 24 CE, por lo que el amparo se 
encuadra en el art. 44 LOTC y sólo a la Audiencia Nacio-
nal se reprocha el quebrantamiento de derechos funda-
mentales amparables.

Por lo que se refiere a la pretendida infracción del 
derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión, afirma 
el Abogado del Estado que no queda precisada en la 
demanda y que, en todo caso, la Sentencia de la Audien-
cia Nacional es una resolución de fondo que desestima el 
recurso y que satisface el derecho constitucional a la 
motivación. La omisión de la valoración de la prueba 
documental debe examinarse conjuntamente con el 
punto relativo a la prueba de confesión y a la testifical, 
pues entrañaría la violación del derecho a la prueba perti-
nente en relación con el derecho de defensa.

En cuanto a este último aspecto, considera el repre-
sentante de la Administración que no ha existido la vul-
neración denunciada por el recurrente, pues, de acuerdo 
con la doctrina de este Tribunal, ni la prueba señalada en 

la demanda es, en sí misma, decisiva en términos de 
defensa ni, desde luego, razona el recurrente en su 
escrito qué relación existía entre los hechos que preten-
día probar y el objeto del pleito ni en qué podía haber 
sido alterado el fallo desestimatorio de la Audiencia 
Nacional, atendido el objeto del proceso, si las pruebas 
de confesión, documental y testifical a que se refiere la 
demanda hubieran sido practicadas o cumplimentadas 
correctamente.

El punto fuerte del recurso de amparo lo sitúa el Abo-
gado del Estado en la confesión judicial y en la prueba 
testifical del Sr. Vargas Pineda, pruebas admitidas por la 
Sala, de las cuales, una no se practicó, y la otra fue ejecu-
tada irregularmente por la Administración. En relación 
con ambas entiende que la respuesta dada por la Sala en 
el Auto de 5 de junio de 2001 no podía considerarse en sí 
misma lesiva del derecho a la prueba pertinente, ya que 
no puede mantenerse que el derecho fundamental ale-
gado exija incondicionalmente la ejecución específica de 
cualquier prueba admitida. En la prueba de confesión, 
por ejemplo, la negativa a declarar puede dar lugar a que 
el Tribunal pueda dar por ciertos los hechos a los que se 
refiere la pregunta, facultad del Tribunal –y no un efecto 
automático de la negativa a declarar– a la que parece alu-
dir veladamente el Auto de 5 de junio de 2001. Por lo que 
se refiere a la prueba testifical, afirma el Abogado del 
Estado que existe un error del Tribunal consentido por la 
parte, ya que la Sala dispuso que el testigo declarara «por 
vía de informe», decisión carente de toda base en la Ley 
de enjuiciamiento civil, a la que remite la Ley de la juris-
dicción contencioso-administrativa en materia de prác-
tica de la prueba. Además, la Sala, en vez de citar en 
forma al testigo, remitió oficio al Subsecretario del Minis-
terio para que don Ignacio Vargas Pineda, «el que fuera o 
es Subdirector de Personal de ese Ministerio» contestara 
por vía de informe a las preguntas que se acompañaban, 
por lo que no resulta extraño que el oficio fuera contes-
tado por el funcionario que actualmente estaba en el 
cargo de la Subdirección de Personal del Ministerio. Por 
lo demás, la parte actora, desestimado su recurso de 
súplica, no insistió en solicitar que las pruebas de confe-
sión y testifical se ejecutaran mediante diligencia para 
mejor proveer.

En otro plano, reconoce el Abogado del Estado que no 
hay en la Sentencia una valoración explícita de la con-
ducta de la Administración en relación con las pruebas de 
confesión y testifical, aunque su razonamiento ofrece los 
suficientes elementos para justificar que las dos pruebas 
carecían de influjo decisivo sobre la cuestión a resolver y 
no hubieran cambiado el sentido desestimatorio de la 
Sentencia. Además señala que el actor no levanta la carga 
de razonar el carácter decisivo en términos de defensa 
que tenían las pruebas de confesión y testifical, concen-
trándose en razonar las irregularidades procedimentales 
cometidas en el nombramiento del Sr. Almansa, que es 
acto no recurrido, de las cuales pretende inferir que la 
plaza estaba dada de antemano, razón por la que se dejó 
desierto el segundo de los procedimientos para la provi-
sión de la plaza de libre designación. Esto es, no se trata 
de la prueba de un hecho perceptible, sino de una inferen-
cia dirigida a demostrar la existencia de desviación de 
poder en un procedimiento anterior de provisión decla-
rado desierto, para la que ni siquiera existe «hecho-base», 
ya que los vicios e infracciones que se imputan al proce-
dimiento son meras conclusiones jurídicas que, además, 
no presentan un enlace claro con la premisa de la que 
parte el demandante de amparo.

De este modo, lo que verdaderamente importa es que 
resulte acreditado que, en efecto, la plaza de libre desig-
nación debía haber sido adjudicada en el segundo proce-
dimiento, de manera que éste fue arbitrariamente decla-
rado desierto. Ahora bien, por la propia naturaleza de la 
libre designación, en que la Administración dispone de un 



46 Viernes 21 enero 2005 BOE núm. 18 Suplemento

ancho margen de apreciación acerca de la idoneidad de 
los candidatos, es claro que puede declarar desierto el 
procedimiento para proveer una plaza de estas caracterís-
ticas si entiende que ninguno de los candidatos es idó-
neo. Pues bien, la Sala considera que no hay razón sufi-
ciente para apreciar desviación de poder en la decisión de 
declarar desierto el procedimiento en el que participó
el Sr. Lalanda, pues para ella tiene especial importancia el 
hecho de que la plaza ya hubiera sido declarada desierta 
una primera vez «sin conexión alguna con la participación 
de quien después resultó adjudicatario». Además, habría 
sido preciso demostrar que uno al menos de los candida-
tos del procedimiento convocado el 22 de julio de 1997 
era idóneo para el puesto; pero idóneo también en el
sentido de que sus aptitudes profesionales merezcan la 
confianza de la Autoridad competente para el nombra-
miento, aspecto que resulta esencial en el sistema de libre 
designación. Sin embargo esto es lo que no ha probado la 
parte actora ni podía probar con las pruebas de confesión 
y testifical irregularmente practicadas, cuya decisividad 
consiste en razonar por qué el resultado de las mismas 
podía haber demostrado que el Sr. Lalanda o cualquiera 
de los participantes en el segundo procedimiento eran 
profesionalmente idóneos para merecer la confianza de la 
autoridad con facultad de nombramiento de que desem-
peñarían adecuadamente la plaza de Consejero de Agri-
cultura en Portugal.

En suma, concluye el representante de la Administra-
ción que si la Orden de 12 de noviembre de 1997 fuera tan 
arbitraria y estuviera tan viciada de desviación de poder 
como denuncia el actor, habría que considerarla lesiva del 
derecho fundamental proclamado en el art. 23.2 CE, es 
decir, violadora de un derecho fundamental sustantivo 
que permite la aplicación de un test de control más pene-
trante. Pero ni en la vía judicial previa ni en ésta de 
amparo ha sido invocado dicho precepto.

En resumen, afirma el Abogado del Estado que no 
puede apreciarse violación del derecho a la prueba per-
tinente por razón de las omisiones e irregularidades que 
afectaron a la práctica de las pruebas de confesión y testi-
fical, porque la demanda de amparo no razona, como 
debía, que tales pruebas sean decisivas en términos de 
defensa. Por el contrario, las precedentes consideracio-
nes obligan a concluir todo lo contrario, es decir, la falta 
de influencia de estas pruebas a la hora de decidir el 
auténtico objeto del proceso contencioso-administrativo.

8. La representación del demandante de amparo, en 
escrito que tuvo entrada en este Tribunal el 24 de septiem-
bre de 2004, se ratificó íntegramente en el contenido de 
su demanda de amparo.

9. El Ministerio Fiscal, en escrito de alegaciones 
registrado el 1 de octubre de 2004, interesó que se dicte 
Sentencia otorgando el amparo solicitado, con reconoci-
miento del derecho del recurrente a utilizar los medios de 
prueba pertinentes para su defensa y anulación de la Sen-
tencia de 10 de octubre de 2001, dictada por la Sección 
Sexta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Nacional, retrotrayendo las actuaciones para 
llevar a cabo la prueba no practicada y para que por el 
órgano judicial se dicte nueva resolución respetuosa con 
el derecho fundamental vulnerado.

Tras exponer los antecedentes del caso, señala el 
Fiscal que hay que dar prioridad al estudio de la vulnera-
ción del derecho a la prueba, tanto por ser aquélla cuya 
estimación supone retroacción a un momento anterior 
como por ser la queja que tiene mayor peso en la 
demanda de amparo. Con base en la doctrina de este 
Tribunal, recogida en la STC 1/2004, FJ 4, afirma el Minis-
terio público que, en este caso, el objeto del debate tenía 
directa relación con la prueba no practicada, y que había 
sido admitida por el órgano judicial, lo que implica reco-

nocimiento de que estaba correctamente propuesta y 
que su objeto estaba relacionado con el objeto del pro-
cedimiento.

La relación con el thema decidendi resulta palmaria-
mente: de la argumentación del demandante en el pro-
ceso contencioso-administrativo sobre la existencia de 
desviación de poder en los actos administrativos impug-
nados; de la explicación que presenta sobre en qué ha 
consistido esa desviación de poder; y, de las preguntas 
planteadas al testigo D. Ignacio Vargas Pineda que, por el 
cargo que ocupaba en el momento en que sucedieron los 
hechos, podía tener conocimiento de las circunstancias y 
causas que motivaron las resoluciones, confirmando o 
excluyendo los hechos en que se apoya la demanda judi-
cial. Finalmente la trascendencia de la prueba no practi-
cada se puede deducir si se pone en relación el pliego de 
preguntas en cuestión con la argumentación de la Sala 
que, después de desestimar el recurso de súplica afir-
mando que las consecuencias de la no realización de la 
prueba recaerían en la Administración demandada, con-
cluye en su Sentencia que «Nada hay en autos que vin-
cule la decisión administrativa al intento de primar a 
alguien sobre los demás»; ahora bien, ése era precisa-
mente el objeto de las preguntas dirigidas a don Ignacio 
Vargas Pineda que constan en el correspondiente pliego.

De estas consideraciones deduce el Fiscal las siguien-
tes consecuencias: en primer lugar, que la Sala consideró 
pertinente la tan repetida prueba testifical hasta el punto 
de acordarla; segundo, que la prueba no se llevó a cabo 
por culpa ajena al demandante amparo; tercero, que la 
prueba era relevante hasta el punto de tratarse de la cues-
tión que era el núcleo de la desviación de poder denun-
ciada, y que incidía en el fallo; y cuarto, que la Sala, des-
pués de haber sido denunciada la falta de práctica correcta 
y no remediar el defecto, señaló que nada existe en autos 
que acredite lo que se quería acreditar con la prueba tes-
tifical no practicada. De todo ello resulta la lesión del 
derecho fundamental alegado, es decir, el de la utilización 
de los medios pertinentes de prueba para la defensa, toda 
vez que la indefensión viene ligada a aquella omisión. 
Efectivamente, el testimonio de don Ignacio Vargas 
Pineda podía haber conducido a modificar el fallo de la 
Sala según el sentido de su testimonio. Se trata, pues, de 
una indefensión material consistente en la merma sustan-
cial del derecho de defensa, a través de la prueba no prac-
ticada, que podía ser determinante del signo del pleito.

La apreciación de esta vulneración, a juicio del Minis-
terio Fiscal, hace inútil entrar en la infracción del derecho 
a la tutela judicial efectiva, ya que la práctica de la prueba 
testifical debe implicar una nueva valoración del conjunto 
probatorio, que, por otra parte, no corresponde llevar a 
cabo al Tribunal Constitucional.

10. Por providencia de 16 de diciembre de 2004 se 
señaló para deliberación y fallo de la presente Sentencia 
el día 20 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El demandante de amparo impugna la Sentencia 
de 10 de octubre de 2001, aclarada por Auto de 14 de 
diciembre del mismo año, dictada por la Sección Sexta de 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia 
Nacional en el recurso núm. 323/98, interpuesto por el 
actor contra las Órdenes del Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación de 12 y 26 de noviembre de 1997. En 
primer lugar, considera que la Sentencia recurrida ha vul-
nerado su derecho a la tutela judicial efectiva porque en 
ella el órgano judicial desconoce los hechos que se some-
ten a su consideración y no resuelve el fondo del asunto, 
y porque ignora la prueba documental que consta en 
autos y no la valora. Asimismo, aduce la vulneración del 
derecho a la utilización de los medios de prueba pertinen-
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tes para su defensa (art. 24.2 CE), porque no se practicó la 
confesión judicial solicitada y la testifical, propuesta y 
admitida, se practicó en forma distinta a lo acordado, 
impidiéndole probar sus pretensiones.

El Ministerio Fiscal también ha interesado el otorga-
miento del amparo solicitado, al considerar que el órgano 
judicial no respetó el derecho del actor a la utilización de 
los medios de prueba pertinentes, al consentir que una 
prueba admitida no se practicara o lo fuera de forma irre-
gular, por causa no imputable al recurrente, a pesar de su 
relevancia para acreditar la existencia de desviación de 
poder, siendo así que la Sala, después de habérsele 
denunciado la falta de correcta práctica de la prueba, no 
sólo no remedió el defecto, sino que en la Sentencia 
impugnada señaló que no había nada en autos que acre-
ditara lo que se pretendía probar a través de la prueba no 
practicada.

Por su parte, se opone a la pretensión del recurrente el 
Abogado del Estado, alegando, en primer lugar, que
el actor ha recibido una respuesta de fondo y motivada a 
sus pretensiones, de modo que no ha visto vulnerado su 
derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión y, por 
otro lado, que no ha existido vulneración del derecho a la 
prueba pertinente, porque el demandante no ha justifi-
cado que la prueba no practicada en forma fuera determi-
nante para el resultado del proceso y, en cualquier caso, 
porque dicha prueba no era decisiva para el mismo, al 
referirse a cuestiones acaecidas en un procedimiento 
para la cobertura de un puesto de libre designación, cuyo 
resultado no ha sido objeto de impugnación.

2. En el examen de las quejas articuladas por el 
actor debemos seguir un orden lógico, en atención a los 
criterios expuestos en nuestra doctrina, que otorgan prio-
ridad a aquéllas de las que pudiera derivarse la retroac-
ción de actuaciones y, dentro de éstas, a las que, al deter-
minar la retroacción a momentos anteriores, hacen 
innecesario nuestro pronunciamiento sobre las restantes 
(SSTC 19/2000, de 31 de enero, FJ 2; 70/2002, de 3 de 
abril, FJ 2; y 100/2004, de 2 de junio, FJ 4, entre otras). 
Pues bien, de acuerdo con dichos criterios, se puede 
observar que la eventual estimación de las quejas referi-
das a la vulneración del derecho a la tutela judicial efec-
tiva determinaría la anulación de la Sentencia impugnada 
para que la Sala dictara una nueva resolución respetuosa 
con tal derecho fundamental del recurrente. En cambio, si 
se produjera la estimación de la queja relativa a la vulne-
ración del derecho a la utilización de los medios de 
prueba pertinentes para la defensa, no sólo se produciría 
la anulación de la resolución judicial combatida sino, 
también, la retroacción de las actuaciones para que se 
practicaran en legal forma la prueba omitida y la reali-
zada irregularmente, y para que, posteriormente, la Sala 
dictara una nueva sentencia en la que diera contestación 
a las pretensiones del actor, teniendo en cuenta el con-
junto de la prueba practicada. Así pues, comenzaremos 
por el análisis de la queja atinente a la lesión del derecho 
a la utilización de los medios de prueba, que es la que, de 
apreciarse, conduciría a la retroacción anterior en el 
tiempo; continuando, en el caso de que rechazáramos la 
concurrencia de dicha vulneración, con el análisis de las 
quejas que denuncian la lesión del derecho a la tutela 
judicial efectiva del demandante de amparo.

3. El examen del motivo de amparo expuesto 
requiere que recordemos la consolidada doctrina consti-
tucional sobre el derecho a la utilización de los medios de 
prueba pertinentes para la defensa, recogida de forma 
sistematizada, más recientemente, entre otras, en las 
SSTC 133/2003, de 30 de junio, FJ 3, y 165/2004, de 4 de 
octubre, FJ 3.

Como ya hemos tenido ocasión de poner de relieve 
en distintas ocasiones, este derecho fundamental pre-

senta íntimas conexiones con otros derechos constitu-
cionalizados en el art. 24 CE. Así, hemos hecho hincapié 
en sus estrechas relaciones con el derecho a la tutela 
judicial efectiva (art. 24.1 CE) que, entre sus múltiples 
vertientes, engloba el derecho a obtener una resolución 
razonable, motivada, fundada en Derecho, además de 
congruente con las pretensiones deducidas por las par-
tes en el seno del proceso, así como con el derecho de 
defensa (art. 24.2 CE), del que es realmente inseparable. 
Ha sido justamente esta inescindible conexión la que nos 
ha permitido afirmar que el contenido esencial del dere-
cho fundamental a utilizar los medios de prueba perti-
nentes para la defensa se integra por el poder jurídico 
que se reconoce a quien interviene como litigante en un 
proceso de provocar la actividad procesal necesaria para 
lograr la convicción del órgano judicial sobre la existen-
cia o inexistencia de los hechos relevantes para la deci-
sión del conflicto objeto del proceso. Entre los rasgos 
caracterizadores de este derecho fundamental y de su 
protección constitucional son esenciales, en lo que aquí 
interesa, los siguientes:

a) Este derecho es un derecho fundamental de confi-
guración legal, en la delimitación de cuyo contenido cons-
titucionalmente protegido coadyuva de manera activa el 
legislador, en particular al establecer las normas regula-
doras de cada concreto orden jurisdiccional, a cuyas 
determinaciones habrá de acomodarse el ejercicio de 
este derecho, de tal modo que, para entenderlo lesionado, 
será preciso que la prueba no admitida o no practicada se 
haya solicitado en la forma y momento legalmente esta-
blecidos, sin que en ningún caso pueda considerarse 
menoscabado este derecho cuando la inadmisión de una 
prueba se haya producido debidamente en aplicación 
estricta de las normas legales cuya legitimidad constitu-
cional no pueda ponerse en duda.

b) Este derecho no tiene, en todo caso, carácter 
absoluto o, expresado en otros términos, no faculta para 
exigir la admisión de todas las pruebas que puedan pro-
poner las partes en el proceso, sino que atribuye única-
mente el derecho a la recepción y práctica de aquellas 
que sean pertinentes, correspondiendo a los órganos 
judiciales el examen sobre la legalidad y pertinencia de 
las pruebas solicitadas, debiendo motivar razonable-
mente la denegación de las pruebas propuestas, de modo 
que puede resultar vulnerado este derecho en caso de 
denegación o inejecución imputables al órgano judicial 
cuando se inadmiten o inejecutan pruebas relevantes 
para la resolución final del asunto litigioso sin motivación 
alguna o mediante una interpretación de la legalidad 
manifiestamente arbitraria o irrazonable. Por supuesto, 
una vez admitidas y practicadas las pruebas declaradas 
pertinentes, a los órganos judiciales les compete también 
su valoración conforme a las reglas de la lógica y de la 
sana crítica, según lo alegado y probado, fallando en con-
secuencia, sin que este Tribunal pueda entrar a valorar las 
pruebas, sustituyendo a los Jueces y Tribunales en la fun-
ción exclusiva que les atribuye el art. 117.1 CE.

c) Es también doctrina reiterada de este Tribunal la 
de que no toda irregularidad u omisión procesal en mate-
ria de prueba (referida a su admisión, a su práctica, a su 
valoración, etc.) causa por sí misma indefensión material 
constitucionalmente relevante. Y es que, en efecto, el dato 
esencial para que pueda considerarse vulnerado el dere-
cho fundamental analizado consiste en que las irregulari-
dades u omisiones procesales efectivamente verificadas 
hayan supuesto para el demandante de amparo una efec-
tiva indefensión, toda vez que la garantía constitucional 
contenida en el art. 24.2 CE únicamente cubre aquellos 
supuestos en los que la prueba es decisiva en términos de 
defensa, puesto que, de haberse practicado la prueba 
omitida, o si se hubiese practicado correctamente la 
admitida, la resolución final del proceso hubiera podido 
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ser distinta en el sentido de ser favorable a quien denun-
cia la infracción del derecho fundamental.

En concreto, para que se produzca violación del indi-
cado derecho fundamental, este Tribunal ha exigido reite-
radamente que concurran dos circunstancias: por una 
parte, la denegación o inejecución han de ser imputables 
al órgano judicial; y, por otra, la prueba denegada o 
impracticada ha de ser decisiva en términos de defensa, 
debiendo justificar el recurrente en su demanda la inde-
fensión sufrida.

Esta última exigencia de acreditación de la relevancia 
de la prueba denegada se proyecta, según nuestra juris-
prudencia, también en un doble plano: por un lado, el 
recurrente ha de demostrar la relación entre los hechos 
que se quisieron y no se pudieron probar y las pruebas 
inadmitidas o no practicadas; y, por otro lado, ha de argu-
mentar el modo en que la admisión y la práctica de la 
prueba objeto de la controversia habrían podido tener 
una incidencia favorable a la estimación de sus pretensio-
nes; sólo en tal caso –comprobado que el fallo del pro-
ceso a quo pudo, tal vez, haber sido otro si la prueba se 
hubiera practicado–, podrá apreciarse también el menos-
cabo efectivo del derecho de quien por este motivo soli-
cita el amparo constitucional.

4. En el supuesto examinado, el recurrente fundó la 
demanda presentada en el recurso contencioso-adminis-
trativo seguido ante la Audiencia Nacional en la existen-
cia de desviación de poder en la Orden del Ministerio de 
Agricultura y Pesca de 12 de noviembre de 1997, que 
declaró desierta por segunda vez la plaza de Consejero de 
Agricultura en Portugal-Lisboa, cuya provisión por el sis-
tema de libre designación había sido convocada por 
Orden de 22 de julio de 1997, y de la Orden del mismo 
Ministerio de 26 de noviembre de 1997, que volvió a con-
vocar dicha plaza para su provisión. El actor entendía que 
tales decisiones resultaban arbitrarias, porque obedecían 
no a la falta de idoneidad de los candidatos, sino al deseo 
de la Administración de nombrar a otra persona que no 
había solicitado la plaza en la convocatoria declarada 
desierta. En la demanda el actor solicitó el recibimiento a 
prueba, indicando los puntos de hecho sobre los que 
habría de versar la misma, todos relacionados con la 
denuncia de desviación de poder; recibido el proceso a 
prueba, presentó escrito proponiendo diversas pruebas 
destinadas a demostrar las afirmaciones contenidas en 
su demanda, entre las que destacan la de confesión judi-
cial, por vía de informe, del Secretario General Técnico
y del Jefe de Sección de Provisión de Puestos de Trabajo 
del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, y la 
testifical de don Ignacio Vargas Pineda, que desempe-
ñaba la plaza de Subdirector de Personal del citado Minis-
terio en el período a que se refieren los hechos objeto de 
la demanda. Todas las pruebas fueron admitidas y se 
libraron los correspondientes oficios para que el Ministe-
rio procediera a realizar lo interesado. En especial, en 
cuanto a la prueba testifical, la Sala acordó que se llevara 
a cabo por el testigo por vía de informe, interesando en 
su oficio que se dieran las órdenes oportunas a tal efecto. 
Sin embargo, no se llevó a cabo la prueba de confesión 
por vía de informe, y la testifical indicada de don Ignacio 
Vargas Pineda fue contestada por quien ocupaba el cargo 
en el momento en que se practicó la prueba, quien se 
limitó a informar acerca del tiempo que el Sr. Vargas 
estuvo desempeñando el mismo cargo, la realidad de las 
convocatorias para la provisión del puesto de Consejero 
de Agricultura en Portugal-Lisboa y de los trámites que, 
de acuerdo con la legislación vigente, se siguen normal-
mente en tales tipos de convocatorias.

Acordada por la Sala la conclusión del período proba-
torio, el demandante interpuso recurso de súplica ale-
gando que la Administración había remitido los docu-
mentos que había tenido por conveniente pero no el que 

se le había requerido, y que no se habían practicado ni la 
prueba de confesión ni la prueba testifical, esta última, en 
los términos en que fue solicitada y admitida, prueba que 
resultaba imprescindible para la defensa de sus preten-
siones y cuya omisión le colocaba en una absoluta situa-
ción de indefensión, por lo cual interesaba que se 
reabriera el período probatorio y que se practicaran, tal 
como fueron acordadas, la confesión judicial por vía de 
informe y la testifical de don Ignacio Vargas Pineda. Ante 
esta queja del recurrente, la Sala resolvió que, como 
quiera que era la Administración demandada la que tenía 
que aportar dichas pruebas, «el resultado de las mismas 
ha de ser valorado en sentencia, pues todo aquello que se 
hiciese de forma contraria a Derecho –si es que resulta tal 
cosa de la valoración en sentencia– siempre perjudicará a 
quien así actúa». Indicación que podía generar en el recu-
rrente la confianza legítima de que el órgano judicial al 
decidir sobre el fondo se pronunciaría sobre sus alegatos; 
lo que, como veremos, no se produjo.

En efecto, la Sentencia de 10 de octubre de 2001 des-
estimó el recurso contencioso-administrativo del deman-
dante de amparo basándose precisamente en la falta de 
acreditación por su parte de la existencia de la desviación 
de poder que denunció en la demanda. Así, el órgano 
judicial rechazó la existencia de tal vicio, afirmando, a 
modo de cierre de su argumentación sobre las facultades 
de la Administración en relación con las convocatorias 
para la provisión de la plaza en cuestión que: «Nada hay 
en autos que vincule la decisión administrativa al intento 
de primar a alguien sobre los demás».

Así pues, la peculiaridad del caso que nos ocupa es 
que la prueba propuesta fue admitida pero no se practicó, 
o no lo fue en los términos en que fue acordada, a pesar 
de que el recurrente así lo puso de relieve al recurrir en 
súplica la providencia que declaró concluso el período 
probatorio. Esta peculiaridad no impide que sea también 
aplicable aquí la doctrina antes expuesta sobre el dere-
cho a utilizar los medios de prueba pertinentes, ya que 
tiene declarado este Tribunal que «el efecto de la inejecu-
ción de una prueba es o puede ser el mismo que el de su 
inadmisión previa» (SSTC 147/1987, de 25 de septiembre, 
FJ 3; 50/1988, de 22 de marzo, FJ 3), y, sobre todo, porque 
la inactividad provino, no de la parte, sino inexplicable-
mente del propio órgano judicial que la había admitido. 
Objetivamente, pues, la no práctica de la prueba se equi-
pararía en este caso a una inadmisión que, dadas las cir-
cunstancias, se habría producido de manera no motivada 
ni fundada. La cuestión se reduce, por tanto, a valorar la 
relevancia de esa omisión para el derecho constitucional 
que se alega infringido (art. 24.2 CE), en la medida en que 
la mera ausencia de la práctica de una prueba admitida 
como pertinente no supone por sí misma la infracción del 
referido derecho (STC 357/1993, de 29 de noviembre, 
FJ 2).

5. Pues bien, la aplicación de la doctrina general 
sobre el contenido del derecho fundamental a utilizar los 
medios de prueba pertinentes para la defensa a las cir-
cunstancias descritas debe conducir a la estimación del 
recurso de amparo ahora en juicio. En efecto, como 
señala el Ministerio Fiscal se trata de pruebas que fueron 
propuestas en debida forma y admitidas, que no se prac-
ticaron por causa no imputable al recurrente, sino al 
órgano judicial, y que no sólo estaban relacionadas con el 
objeto del proceso –como demostraría su admisión por la 
Sala–, sino que resultaban fundamentales en términos de 
defensa, de modo que su omisión ha ocasionado al actor 
una indudable indefensión material.

Así resulta de los datos que constan en el proce-
dimiento. Ante todo ha de señalarse que el órgano judi-
cial se mantuvo pasivo ante el incumplimiento por el 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación de lo 
requerido, incluso después de recibir el recurso de 



BOE núm. 18 Suplemento Viernes 21 enero 2005 49

súplica del recurrente advirtiendo de la no práctica de las 
pruebas interesadas, en lugar de extremar su celo para 
que se llevara a efecto lo acordado. Como dijimos en la 
STC 35/2001, de 12 de febrero (FJ 6), cuando la prueba ha 
sido admitida y declarada pertinente, y el propio órgano 
judicial ha ordenado su práctica que, además, depende 
por entero de la intervención de otro poder público, es de 
su responsabilidad asegurarse de que la prueba se lleva 
en efecto a cabo. Y, de no ser así, ha de adoptar las medi-
das oportunas para asegurar una eficiente tutela de los 
derechos fundamentales de las partes en el proceso, y, 
en particular de sus derechos a utilizar los medios de 
prueba pertinentes (art. 24.2 CE) y a no sufrir indefensión 
como consecuencia de los avatares que tengan lugar en 
el trámite probatorio. Obligación que pesa sobre los 
órganos judiciales ex art. 24 CE y que no puede paliarse 
sin más, al modo de un remedo de compensación de 
culpas, por el simple hecho de que al fracaso o frustra-
ción de la prueba haya podido contribuir la mayor o 
menor diligencia de la parte interesada o del poder 
público obligado a su realización.

En el supuesto examinado, la forma de actuar del 
órgano judicial choca frontalmente con la doctrina de este 
Tribunal, pues hemos señalado que el art. 24.2 CE impide 
a los órganos judiciales denegar una prueba oportuna-
mente propuesta y fundar posteriormente su decisión en 
la falta de acreditación de los hechos cuya demostración 
se intentaba obtener mediante la actividad probatoria que 
no se pudo practicar (STC 37/2000, de 14 de febrero, FJ 4; 
también SSTC 19/2001, de 29 de enero, FJ 6; y 73/2001, 
de 26 de marzo, FJ 4). Y esto es lo que ha ocurrido aquí, 
pues la Sala dejó sin practicar la prueba que había sido 
admitida y, posteriormente, en la Sentencia impugnada 
–como ya se ha apuntado– afirmó que no hay en las 
actuaciones datos que acrediten la desviación de poder.

No desvirtúa lo anterior el intento del Abogado del 
Estado de hacer recaer sobre el demandante de amparo 
la responsabilidad por la falta de práctica de una prueba 
que debía haber llevado a cabo el departamento ministe-
rial al que defiende, alegando posibles errores en la deci-
sión de la Sala acerca de la forma de practicar la prueba 
testifical, consentidos por el actor, o la ausencia de la 
debida diligencia por parte de éste al no haber solicitado 
que las pruebas se practicaran como diligencia para 
mejor proveer. Por un lado, no son éstos ni el momento 
ni la vía para discutir si la forma en que se acordó la prác-
tica de la prueba testifical resultó o no acertada, pues lo 
cierto es que la Sala decidió que el testigo contestara por 
vía de informe, y tal decisión fue consentida tanto por el 
actor como por el propio Abogado del Estado. Por otro, 
no cabe exigir al recurrente la diligencia extrema que pre-
tende el representante de la Administración, pues aquél 
no tenía por qué suplir una función que es responsabili-
dad del órgano judicial, instándole la práctica de unas 
diligencias que dependían de la voluntad de la propia 
Sala, que –no lo olvidemos– acababa de rechazar el 
recurso de súplica interpuesto por el Sr. Lalanda contra la 
providencia que declaró concluso el período probatorio, 
en el que se interesaba la práctica de la prueba omitida o 
indebidamente realizada. Con esta actuación cubrió el 
actor sobradamente la diligencia procesal que de él cabía 
esperar, sin que se le pueda exigir ninguna otra acción 
complementaria.

En otro orden de consideraciones, es también evi-
dente que la prueba que no se ha practicado resultaba 
fundamental para el demandante en términos de defensa. 
Para llegar a esta conclusión basta con reparar en que la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia 
Nacional desestimó el recurso razonando que no había 
prueba alguna sobre la desviación de poder denunciada, 
y que la prueba propuesta se encuentra derechamente 
dirigida a demostrar la existencia de aquel vicio en la 
actuación administrativa. Así se deduce del examen de 

los pliegos de preguntas que habrían de contestarse en la 
prueba de confesión y en la testifical, pues, pese a que el 
Abogado del Estado les reste importancia –afirmando que 
se refieren a presuntas irregularidades que habrían acae-
cido en un proceso para la provisión de una plaza en el 
que no había participado el actor–, lo cierto es que no 
puede descartarse a priori que su realización hubiera per-
mitido demostrar la tesis del actor. De un lado, las pre-
guntas se refieren a la existencia de irregularidades tanto 
en el proceso convocado por Orden de 26 de noviembre 
de 1997 como en el declarado desierto por la Orden de 12 
de noviembre de 1997 –en el que sí participó el actor–, 
antecedente inmediato de aquél; y, de otro, valoradas 
conjuntamente las que, según el recurrente, se produje-
ron en ambos procesos, se podría obtener un panorama 
que permitiera al órgano judicial inferir que, efectiva-
mente, se produjo la desviación de poder denunciada por 
el demandante de amparo. Así pues, puede entenderse 
que la prueba omitida hubiera podido influir en el resul-
tado del proceso.

Por lo demás, la parte recurrente ha alegado y funda-
mentado de manera adecuada a lo largo de sus escritos 
procesales (en particular, en su recurso de súplica contra 
la providencia de conclusión del período de prueba) la 
absoluta relevancia de la prueba inadmitida para su 
defensa, haciendo especial hincapié en la necesidad de 
que se lleve a efecto en sus propios términos la prueba 
testifical del Sr. Pineda Vargas, en cuanto era Subdirector 
de Personal del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimen-
tación cuando ocurrieron los hechos, y tuvo conocimiento 
directo de los mismos, por lo que resultaba concluyente 
para la adecuada resolución del recurso. En definitiva, el 
demandante de amparo ha acreditado tanto ante la Sec-
ción Sexta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 
la Audiencia Nacional como ante este Tribunal que la 
prueba denegada era determinante en términos de 
defensa para sustentar las pretensiones del actor, sin que 
pueda añadirse, como parece sugerir el Abogado del 
Estado, la exigencia de que probara, además, que alguno 
de los participantes en la segunda convocatoria, decla-
rada desierta, merecía la confianza de la Administración; 
en efecto, ni en la jurisdicción ordinaria ni en este proceso 
constitucional ha sido objeto de debate la posible vulne-
ración de los principios de mérito y capacidad en la adju-
dicación de la plaza en cuestión (arts. 23.2 y 103.3 CE), 
sino la eventual concurrencia de irregularidades en el 
ejercicio de la potestad administrativa que podrían ser 
determinantes de desviación de poder.

6. La constatación de que en el recurso de amparo 
ahora enjuiciado concurren los requisitos exigidos por la 
jurisprudencia constitucional para entender violado el 
derecho fundamental a utilizar los medios de prueba 
pertinentes para la defensa (art. 24.2 CE) conduce a la 
concesión del amparo solicitado, anulando tanto la pro-
videncia de 12 de enero de 2001, que declaró concluso el 
período de prueba, como el Auto de 5 de junio de 2001, 
desestimatorio del recurso de súplica interpuesto contra 
aquélla, y ordenando la retroacción de actuaciones al 
momento anterior a que se dictaran, en la medida en 
que tales resoluciones judiciales constituyen el presu-
puesto lógico del vicio de inconstitucionalidad produ-
cido, que resulta definitivamente materializado en la 
tantas veces indicada Sentencia de 10 de octubre 
de 2001, y en el Auto de 14 de diciembre de 2001, de 
aclaración de la misma.

Asimismo, la apreciación de esta vulneración consti-
tucional hace superfluo –como apunta el Ministerio Fis-
cal– el examen de las quejas referidas a la lesión del 
derecho a la tutela judicial efectiva del recurrente, toda 
vez que la práctica de la prueba omitida debe determinar 
que el órgano judicial realice una nueva valoración de los 
elementos probatorios al dictar la Sentencia que ponga 



50 Viernes 21 enero 2005 BOE núm. 18 Suplemento

fin al procedimiento contencioso-administrativo, de 
modo que no procede hacer consideración alguna acerca 
de si la resolución anulada respetó o no el derecho a la 
tutela judicial efectiva del demandante.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por don 
Pablo Lalanda Carrobles y, en su virtud:

1.º Declarar que se ha vulnerado el derecho del recu-
rrente a utilizar los medios de prueba pertinentes para su 
defensa (art. 24.2 CE).

2.º Restablecerlo en su derecho y, a tal fin, declarar la 
nulidad de la providencia de 12 de enero de 2001, del Auto 
de 5 de junio de 2001, de la Sentencia de 10 de octubre 
de 2001 y del Auto de 14 de diciembre de 2001, resolucio-
nes todas ellas dictadas por la Sección Sexta de la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional 
en el seno del recurso núm. 323/1998, retrotrayendo las 
actuaciones al momento procesal en que se dictó la pri-
mera de dichas resoluciones, a fin de que la Sala adopte 
las que sean procedentes con respeto del derecho funda-
mental vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de diciembre de dos mil cua-
tro.–Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín 
de Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón 
Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y 
rubricado. 

 1065 Sala Primera. Sentencia 248/2004, de 20 de 
diciembre de 2004. Recurso de amparo 3943-2002. 
Promovido por don Francisco Javier Rodríguez 
López frente al Auto de un Juzgado de lo Penal 
de Valencia que denegó la suspensión de su 
condena por robo y resistencia a la autoridad.

Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva sin indefensión: tramitación y motiva-
ción del acuerdo sobre la ejecución de una 
pena de prisión (STC 224/1992).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta; don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez y don 
Pablo Pérez Tremps, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3943-2002, promovi-
do por don Francisco Javier Rodríguez López, represen-
tado por el Procurador de los Tribunales don José Luis 
García Guardia y asistido por el Abogado don Emilio 
Ginés Santidrián, contra el Auto de 15 de mayo de 2002 
del Juzgado de lo Penal núm. 12 de Valencia. Ha interve-
nido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente doña María 

Emilia Casas Baamonde, quien expresa el parecer de la 
Sala.

I. Antecedentes
1. Por escrito registrado en este Tribunal el 25 de 

junio de 2002, don Francisco Javier Rodríguez López 
manifestó su voluntad de interponer recurso de amparo 
para lo que solicitaba nombramiento de Letrado y Procu-
rador de oficio. Tras efectuarse los oportunos nombra-
mientos, el 18 de octubre de 2002, don José Luis García 
Guardia, en nombre y representación de don Francisco 
Javier Rodríguez López, interpuso recurso de amparo 
contra el Auto de 15 de mayo de 2002 del Juzgado de lo 
Penal núm. 12 de Valencia que denegó la suspensión de la 
ejecución de las penas privativas de libertad impuestas 
en Sentencia de la Sección Cuarta de la Audiencia Provin-
cial de Valencia de 11 de marzo de 2002.

2. Los hechos relevantes para la resolución del pre-
sente amparo son los siguientes:

a) El recurrente fue condenado en Sentencia del Juz-
gado de lo Penal núm. 12 de Valencia como autor de un 
delito de resistencia a la autoridad a la pena de nueve 
meses de prisión, como autor de una falta de hurto en 
grado de tentativa a la pena de tres arrestos de fines de 
semana y como autor de dos faltas de lesiones a la pena 
de seis arrestos de fines de semana por cada una de ellas, 
además de las penas accesorias, responsabilidad civil y 
costas procesales. Recurrida la Sentencia en apelación 
por el Ministerio Fiscal, la Sección Cuarta de la Audiencia 
Provincial de Valencia en Sentencia de 11 de marzo
de 2002 estimó el recurso, revocó la sentencia de instan-
cia y condenó al recurrente como autor de un delito de 
robo con fuerza en las cosas en grado de tentativa a seis 
meses de prisión y como autor de un delito de resistencia 
a la autoridad a la pena de seis meses de prisión.

b) Por Auto de 15 de marzo de 2002 el Juzgado de lo 
Penal núm. 12 de Valencia acordó proceder a la inmediata 
ejecución de la Sentencia anterior para lo cual ordenó, 
entre otras actuaciones, la reclamación de hoja histórico-
penal del condenado actualizada a efectos de una posible 
concesión o denegación del beneficio de «suspensión de 
condena». Por providencia del mismo Juzgado de 20
de marzo de 2002, una vez recibida la hoja histórico-penal 
solicitada, se acordó dar traslado de las actuaciones al 
Ministerio Fiscal a fin de que emitiera el preceptivo 
informe sobre la procedencia de la concesión del benefi-
cio de suspensión de la condena a pena privativa de liber-
tad. Por escrito registrado en el citado Juzgado el 25 de 
marzo de 2002 el Fiscal informó en el sentido de no proce-
der la concesión del beneficio «habida cuenta la propen-
sión delictiva del penado como resulta de la hoja histó-
rico-penal».

c) En Auto de 15 de mayo de 2002 el Juzgado de lo 
Penal núm. 12 de Valencia denegó la suspensión de la 
ejecución de la pena con el siguiente razonamiento jurí-
dico único: «visto lo dispuesto en los artículos 81 y 
siguientes del vigente Código Penal, y lo reseñado en la 
hoja histórico-penal del/los condenado/s, hay que con-
cluir que deviene legalmente imposible, en el presente 
caso, la concesión a aquel/los del beneficio solicitado, de 
la suspensión de condena de las penas privativas de liber-
tad al/los mismo/s impuestas en esta causa, por todo lo 
que se procederá a efectuar los pronunciamientos a 
expresar en la parte dispositiva de la presente resolu-
ción». En el citado Auto no se efectúa indicación alguna 
sobre la firmeza del Auto o la posibilidad de interponer 
recursos contra el mismo.

d) El 24 de mayo de 2002 se notificó dicha resolución 
al recurrente en el Centro Penitenciario de Burgos escri-
biendo éste en el escrito de notificación: «ruego a su Ilma. 
me comunique por escrito si ante el recurso ante la


